
Una nueva polémica sumó
ayer la investigación que dirige
la Fiscalía Regional de Coquim-
bo contra la diputada Karol Ca-
riola (PC) por un eventual tráfi-
co de influencias, entre otros de-
litos, relacionado con posibles
favores a empresarios chinos. 

Aumentaron las dudas sobre
la forma en que el Ministerio Pú-
blico resguarda sus pesquisas,
luego que el viernes se divulga-
ran chats entre Cariola y la exal-
caldesa de Santiago Irací Hassler
(PC), con duras críticas al Presi-
dente Gabriel Boric y el Gobier-
no en 2022, las que solo se pro-
fundizaron este lunes cuando el
gobernador de la Región Metro-
politana, Claudio Orrego, apun-
tó a eventuales pagos a cambio
de información.

“Me parece que es un despro-
pósito y una falta de control de
parte de los fiscales, de lo que es-
tá pasando dentro de la fiscalía,
abismante, porque quiere decir
que alguien aquí esta moviendo
plata. ¿Cómo llega tanta infor-
mación a la prensa?”, comentó.

n Llaman a “dar cumpli-
miento a la ley” y denunciar

El director de la Unidad Anti-
corrupción de la Fiscalía Nacio-
nal, Eugenio Campos, instó al
gobernador a entregar los ante-
cedentes. “Él tiene una obliga-
ción legal (...), todo empleado
público que tenga conocimiento
de un hecho que reviste carácter
de delito tiene la obligación legal
de hacer la denuncia si no come-
te el delito que se denomina
omisión de denuncia”, recordó,
insistiendo en que “hay una
obligación (...), más allá de poder
conversar o no este tema, yo creo
que lo que corresponde es hacer
la denuncia, así de simple”. 

Durante la misma jornada, la
ministra de la Mujer, Antonia
Orellana, abordó, como Orrego,
la divulgación de estos chats en-
tre la diputada y la jefa comunal:
“Cuando las mujeres están pen-
sando si denunciar nos pregun-
tan ¿pero todo el mundo va a co-
nocer mi carpeta? Ese es el daño
a la confianza en el sistema penal
que se produce cuando no se
cumple con la confidencialidad
de las investigaciones”.

Se sellaba así una segunda ola
de críticas respecto del Ministe-
rio Público, pero en el organis-
mo de persecución penal el foco
estaba en las definiciones que

debían acordarse para avanzar. 

n Acuerdan protocolo de
extracción de mensajes

La fiscalía coordinó con la de-
fensa de la legisladora, el aboga-
do Juan Carlos Manríquez, có-
mo se realizaría la extracción de
evidencia del teléfono de la di-
putada, tal como lo había orde-
nado el magistrado del 7° Juzga-
do de Garantía de Santiago, Ma-
rio Cayul, la semana recién pasa-
d a . E l l o , p a r a e x c l u i r y
resguardar los mensajes priva-
dos, sin “interés criminalístico”. 

“Se van a ir analizando en un

procedimiento paralelo y con-
junto concordado entre los inter-
vinientes, que ya está siendo
puesto en marcha a través de ac-
tas y de medios electrónicos. Eso
supone que desde la próxima se-
mana en adelante el trabajo de
chequeo cruzado de esta infor-
mación se va a comenzar a ejecu-
tar en detalle”, comentó.

Entre otros argumentos, el
abogado defensor ha invocado
desde la protección de la vida
privada hasta razones de seguri-
dad nacional para proteger las
conversaciones de Cariola. 

“Estamos muy preocupados,

atendido que se trata del teléfo-
no de la tercera autoridad de la
nación, que por razones de su
cargo ha participado en una se-
rie de reuniones con represen-
tantes diplomáticos, extranjeros,
nacionales, altas autoridades
con los cuales se han tratado te-
mas muy delicados que son se-
cretos, de seguridad nacional,
fronteras, migración y otros”,
había dicho Manríquez más
temprano. 

El Ministerio Público hará una
entrega parcelada de evidencias,
que se revisarán una a una para
su aprobación o rechazo y que

podría derivar en nuevas dispu-
tas ante tribunales. 

Mientras que, tras conocer in-
formación sobre posibles solici-
tudes de remoción, que estarían
evaluando en el PC, Cooper de-
fendió la causa y el rol de los per-
secutores. Ayer, en conversa-

ción con CNN Chile, expresó:
“Si el poder político va a reaccio-
nar frente al trabajo de un fiscal
regional, perfecto, nos tendre-
mos que defender y vuelvo a rei-
terar, digamos, cuidar la demo-
cracia la separación de funciones
y los organismos constitucional-
mente autónomos”.

n Nueva querella por peti-
ciones a exalcaldesa

En la investigación, además,
se presentó una nueva querella,
ingresada por el abogado Sergio
Rodríguez, en representación de
los diputados republicanos,
Juan Irarrázaval y Luis Fernan-
do Sánchez ante el 7° Juzgado de
Garantía de Santiago. “Se da
cuenta de una serie de conduc-
tas, a primera vista todas ellas
calificadas como ilícitos penales
cometidos por funcionarios pú-
blicos, relacionadas con peticio-
nes realizadas directamente por
la diputada Cariola Oliva o a tra-
vés del operador político comu-
nista conocido como ‘Juanito
González’ (Jorge Cárcamo Cas-
tro) a la exautoridad municipal
Hassler Jacob. Todo ello a cam-
bio de beneficios y financia-
miento político en favor de am-
bas funcionarias públicas”, con-
signa la acción penal.

Sobre el empresario chino
E m i l i o Y a n g d e t a l l a n q u e
“participó de un viaje a Bei-
jing, bajo la coordinación de
Dirección de Asuntos Interna-
cionales en julio de 2024, en-
cabezada por la diputada Ka-
rol Cariola Oliva. De acuerdo a
información de prensa, cum-
pliría un rol de traductor y los
ayudaba con los distintos pa-
seos por la ciudad como una
visita a la tumba de Mao”.

Segunda ola de críticas contra investigadores por divulgación de mensajes privados

Fiscalía insta a Orrego a denunciar
pagos por información y Cariola busca
reserva de chats por seguridad nacional

L. CRUZAT Y A. ZÚÑIGA 

El PC —en el que milita la diputada— evaluaba ayer pedir la remoción del persecutor del caso, mientras que
desde el Gobierno se volvió a cuestionar la indagatoria. El Ministerio Público defendió su autonomía.

Eugenio Campos es el jefe Anticorrupción de
la fiscalía y defendió la labor del organismo. 

JO
N

A
T

H
A

N
 M

A
N

C
IL

LA

La diputada (PC) Karol Cariola pide resguar-
dar la privacidad de los mensajes en su teléfono. 
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El gobernador de la RM, Claudio Orrego, sugirió
que podía haber pagos en fiscalía. 

DAÑO
La ministra de la Mujer, Antonia

Orellana, advirtió ayer que la
divulgación de estos mensajes

causaba un “daño a la confianza
en el sistema penal”.

Tras más de un mes sin movi-
mientos, mañana el Tribunal
Constitucional (TC) reactivará la
tramitación del requerimiento
que busca que se declare la cesa-
ción en el cargo de la senadora
PS Isabel Allende, en el marco de
la firma del contrato de compra-
venta de la casa de su padre, el
expresidente Salvador Allende,
que sería adquirida por el Go-
bierno, lo que vulnera la prohi-
bición constitucional de suscri-
bir este tipo de actos con el Esta-
do.

Se trata de dos requerimientos
que se tramitan de forma con-
junta, uno de Chile Vamos y otro
del Partido Republicano.

En la sesión programada pa-

ras las 09:00 horas de mañana, el
Pleno de ministros debatirá en
torno a si hay elementos que
probar en el proceso y si, por en-
de, se abrirá un espacio para ello.

Al interior de la magistratura
señalan que se analizarán los
medios de prueba ofrecidos tan-
to en los requerimientos como
en la respuesta de la defensa de
la senadora, ingresada el 6 de fe-
brero pasado.

De abrirse término probato-
rio, según lo establece la Ley Or-
gánica Constitucional del TC,
este se extenderá por 15 días y,
una vez concluido, la causa que-
dará en condiciones de ser pues-
ta en tabla para un pronuncia-
miento sobre el fondo, lo que po-
dría realizarse con alegatos de
las partes. Esto último también

tendrá lugar en caso de que se
decida no abrir un plazo para
rendir pruebas.

n Oficios y llamado a decla-
rar

En el requerimiento presenta-
do por diputados de Chile Va-
mos se especifican los medios
que, de considerarlo el tribunal,
podrían incorporarse como
prueba. En tanto, en la respuesta
de la legisladora, también se in-
cluyen diligencias tendientes a
acreditar que no se habría vulne-
rado la prohibición constitucio-
nal.

Por ejemplo, los legisladores
piden que se oficie al Ministerio
de Bienes Nacionales para que
entregue los antecedentes en
torno a la “tramitación y aproba-

ción de la compraventa”, junto
con que se cite a “absolver posi-
ción” (declarar) a la propia legis-
ladora, además de oficiar a otros
entes como la notaría en que se
suscribió el contrato “a fin de
que entregue una copia de las
instrucciones notariales de pago
del precio de la del inmueble”, y
al Servicio Nacional del Patri-
monio para que entregue ante-
cedentes similares a los que se
solicitarían a Bienes Nacionales.

En su respuesta ante el TC,
Gabriel Osorio, en representa-
ción de Allende, pide el “com-
pleto rechazo” de las acciones. El
eje central de la defensa consiste
en desacreditar que el contrato

se haya “perfeccionado”, lo que
podría repetirse en el caso de
Fernández.

n Según defensa, el contra-
to no se “perfeccionó”

Es decir, “el Decreto Aproba-
torio del procedimiento admi-
nistrativo de compra y adquisi-
ción del bien inmueble de Guar-
dia Vieja N° 392 por parte del
Fisco de Chile-Ministerio de Bie-
nes Nacionales, no se dictó, por
lo que el contrato no nace a la vi-
da del derecho en la forma que
establece el derecho público chi-
leno”, dice el texto.

Con el objetivo de demostrar
esto, el abogado solicita que se

oficie a la Contraloría para que
remita los antecedentes que sir-
vieron para la toma de razón del
decreto respecto de la compra-
venta, y que “informe si ha in-
gresado a esa entidad el decreto
aprobatorio”. 

En este sentido, pide que se
oficie a Bienes Nacionales para
que “informe si se ha dictado el
decreto aprobatorio”, e incluso
al Conservador de Bienes Raíces
de Santiago para que reporte si
se “ha ingresado, para su ins-
cripción en el registro de propie-
dad, la escritura pública de fecha
30 de diciembre de 2024, otor-
gada ante Zarella Elena Came-
rotto Moraga”. 

Requerimientos por compra de casa de expresidente:

TC definiría mañana si
recibirá pruebas en causa
que busca la cesación en el
cargo de senadora Allende

De abrirse esta opción, este se extenderá por 15 días y,
posteriormente, el Pleno podría pronunciarse sobre el fondo,
pudiendo para esto convocar alegatos de los intervinientes.
OLIVER RODRÍGUEZ La senadora del PS Isabel Allende, como hija del expresidente Salvador Allende, es una de las herederas del inmue-

ble y tiene la prohibición constitucional de suscribir contratos con el Estado. 
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“Creo que la acusación que hace el gobernador es
bastante grave al suponer o dejar instalada la posibili-
dad de que exista una contraprestación económica
para explicar las filtraciones”, comenta el exfiscal jefe
de La Serena Marcelo Sanfeliú. 

Y añade que al decir “alguien está moviendo plata”,
como sostuvo Orrego en referencia a la filtración de
conversaciones políticas entre la diputa Karol Cariola y
la exalcaldesa de Santiago Irací Hassler, “es una impu-
tación clara de que alguien, en este caso del Ministerio
Público o la policía, recibe dinero a cambio de entregar
este tipo de información. Eso se llama cohecho y si es
así, y el gobernador tiene los antecedentes suficientes
para realizar esa afirmación, es su obligación como
funcionario público el denunciar estos hechos”.

En la misma línea, la penalista Catherine Lathrop

sostiene que “asumiendo que el gobernador, como
abogado, conoce la ley, sabe que lo que está haciendo
es atribuir un delito”. 

“Las investigaciones son secretas para todos aque-
llos que no sean intervinientes y la violación de la
misma constituye un delito —recuerda—, desde esa
perspectiva, lo que corresponde es que haga una
denuncia ante el Ministerio Público o presente una
querella ante el tribunal competente”.

El también penalista Alejandro Espinoza asegura no
tener “ningún antecedente de que hayan existido
filtraciones de información a cambio de dinero, lo que
claramente sería constitutivo del delito de cohecho,
por lo que me imagino que el gobernador denunciará y
aportará las pruebas pertinentes”. 

“Lo que sí puedo afirmar categóricamente es que de

parte del Ministerio Público no ha existido ninguna
voluntad de perseguir seriamente los delitos cometidos
por funcionarios públicos al develar secretos, especial-
mente cuando pueden haber fiscales implicados”, dice. 

Por su parte, el académico de la U. Diego Portales
Cristián Riego, estima que Orrego “está hablando en un
terreno político, allí se dicen cosas para generar cli-
mas”, y que para considerar de manera seria el ante-
cedente de que existirían intercambios económicos
para publicitar información reservada de las causas de
la fiscalía, la información entregada “tiene que ser más
concreta, por ejemplo, quién paga y a quién se le paga
(…), porque es distinto el efecto: un abogado no tiene
obligación de secreto, puede ser una violación de la
ética, pero no es delito que filtre, distinto a los funcio-
narios públicos, como policías y fiscales”. 

Y aunque, dice, “no descartaría nada” respecto de las
eventuales motivaciones para estas divulgaciones, cree que
en estos casos las razones van por un camino que no es
económico y sus responsables serían “personas que tienen
algún conflicto con otra, uno de los intervinientes respecto
de otro, o alguien que quiera favorecer su posición”.

“Está muy vinculado a temas de imagen, de perjudi-
carla o beneficiarla (…), o directamente por elementos
políticos, como hacer generar un conflicto, despresti-
giar a algún grupo o partido (…), porque en las causas
en que se filtra son en las que están involucrados
políticos”, plantea el profesor de Derecho Procesal. 

Además, puntualiza, “no tienen tanta trascendencia
y suelen no afectar al proceso de un modo determi-
nante, sobre todo en el largo plazo. El efecto de las
filtraciones suele ser más político que judicial”. 

Penalistas sostienen que como el gobernador atribuyó delitos, debe recurrir a la justicia
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